	Fecha
	24 de julio de 1958
	Sesión número
	42

	Motivo: Amparo

	Recurrente: ÓSCAR RODRÍGUEZ JOHANSON

	Recurrido: MINISTRO DE GOBERNACIÓN

	Objeto del recurso: El recurrente impugna la falta de resolución del Ministro sobre su apelación contra la denegatoria de su solicitud para operar una línea de transportes entre Pejibaye y San Isidro de Pérez Zeledón.

	Respuesta del recurrido: El expediente aún no le ha llegado, de modo que no corre el plazo para resolver la apelación.

	Parte dispositiva
	Sin lugar (no se acredita la lesión alegada).


N° 42
SESIÓN EXTRAORDINARIA DE LA CORTE PLENA celebrada a las catorce horas del veinticuatro de julio de mil novecientos cincuenta y ocho, con asistencia de los Magistrados Baudrit (Presidente), Valle, Elizondo, Quirós, Ramírez, Ávila, Bejarano, Acosta, Jacobo, Soto, Trejos, Sanabria, Calzada, Fernández, Jiménez y Jugo.

Artículo I
Se conoció del recurso de Amparo establecido por ÓSCAR RODRÍGUEZ JOHANSON contra el señor Ministro de Gobernación, quien tiene adscritas las funciones de Ministro de Seguridad Pública. El recurrente alega: “En marzo de 1957 hice al Consejo Superior de Tránsito solicitud de una línea de transporte remunerado de pasajeros entre San Isidro del General, Palmares, Pacuar, Mollejones, San Pablo y Pejivalle (sic) y viceversa. Esa solicitud me fue denegada en artículo 6 de la Sesión N° 618 de ese Consejo. Como prueba de lo anterior solicito dirigir oficio al Consejo dicho para que se certifique textualmente mi memorial de petición, fecha de presentación y el acuerdo mencionado. Dentro del término legal, interpuse recursos de revocatoria con apelación para ante el señor Ministro de Seguridad Pública, habiéndoseme rechazado el primero y aceptado el segundo por artículo 5 de la Sesión N° 625 del Consejo Superior de Tránsito, comunicándoseme así en oficio de fecha 15 de febrero de 1958. Para probar lo anterior, pido dirigir mandamiento u oficio al supracitado Consejo para que se certifique mi memorial de recursos, fecha de presentación, y en cuanto a la admisión presento el oficio que me fue remitido. Desde entonces—la fecha dicha—nada ha resuelto el señor Ministro a pesar de constantes peticiones y visitas mías, verbales y escritas. Como consecuencia de lo anterior, considero que se me está privando del derecho que enumera el artículo 27 de la Constitución Política, pues no se me ha dado pronta resolución a mis gestiones. Por las razones expuestas, y de conformidad con el artículo 48 de la Constitución Política y la Ley N° 1160 (sic) de 25 de mayo de 1950 interpongo recurso de amparo”.
El señor Ministro, en telegrama, informa: “San José 12 jul. 58. A Sr. Lic. don Francisco Calderón C. Secretario de la Corte Suprema de Justicia. Pte. Sin perjuicio ampliar argumentos y razones tenemos para considerar absolutamente improcedente Amparo interpuesto don Óscar Rodríguez Johanson, contra servidor, por faltar resolución apelación por él interpuesta resolución Consejo Superior del Tránsito, contesto audiencia concedida así: primera noticia existencia asunto interesado recurrente obtenida por mí, notificación audiencia que contesto; causa desconocida, apelación habíase traspapelado anterior Oficina anterior Ministro Seguridad Pública. Gustoso procederé en oportunidad resolver esa alzada interpuesta. Atentamente, Joaquín Vargas G., Ministro de Gobernación Encargado Seguridad Pública”.

Posteriormente amplió dicho informe, el que suscribe además el señor Presidente de la República, en los términos siguientes: “Julio 16 de 1958. Señores Magistrados de la Corte Suprema de Justicia. S. D. Señores Magistrados: los suscritos, Presidente de la República y Ministro de Gobernación con recargo de las funciones del Despacho de Seguridad Pública, se presentan a Uds. con el mayor respeto, con el propósito de ampliar la contestación que se dio al Recurso de Amparo interpuesto por el señor Óscar Rodríguez Johanson. Tiene por propósito esta ampliación, llevar a conocimiento de los señores Magistrados la imposibilidad física absoluta en que estuvo en todo momento el Poder Ejecutivo del actual Gobierno para conocer de las gestiones establecidas ante el Consejo Superior de Tránsito por el señor Rodríguez Johanson y, en consecuencia, para resolver de la apelación interpuesta contra una resolución que fue dictada por el citado organismo. Al asumir este Gobierno sus funciones constitucionales el 8 de mayo del corriente año, cada uno de los nuevos funcionarios recibió, de su antecesor, los asuntos que quedaban pendientes de trámite en sus respectivos Despachos. Entre los asuntos que dejó pendientes el señor Ministro de Seguridad Pública del Gobierno anterior, no estaba la gestión establecida por el recurrente, señor Rodríguez Johanson. Durante el lapso comprendido entre el día 8 de mayo a la fecha, ni el señor Johanson ni ningún otro interesado, ha planteado gestión alguna ante el nuevo Gobierno, tendiente a activar la solicitud pendiente en el Consejo Superior de Tránsito, circunstancia que no llevó al conocimiento de los nuevos funcionarios la existencia de la citada gestión del recurrente. El Ministerio de Gobernación, por su recargo de las funciones del Despacho de Seguridad Pública, recibió el expediente formado con las gestiones del recurrente Rodríguez Johanson, por conocimiento cuya certificación se acompaña, el día 12 de julio en curso, es decir, cuando ya estaba presentado el Recurso de Amparo ante esa Honorable Corte. En ningún momento ha existido rebeldía del Poder Ejecutivo o negativa de su parte, para resolver un asunto que le fuera planteado. Lo que hubo fue imposibilidad física total de que los funcionarios encargados de pronunciarse sobre el asunto tuvieran conocimiento de la existencia del mismo, que se encontraba en los archivos del Consejo Superior de Tránsito, que lo remitió tardíamente, según se demuestra con la certificación que se acompaña. Si el Poder Ejecutivo hubiera tenido conocimiento de las gestiones iniciadas por el recurrente, de seguro que se habría pronunciado sobre la apelación interpuesta; pero frente a la realidad material de que el asunto no estuvo en ningún momento en su conocimiento, le fue totalmente imposible hacerlo. El suscrito Presidente de la República, que encargó de la contestación oportuna del Recurso de Amparo establecido al Ministro de Gobernación, suscribe por este medio la contestación telegráfica que hubo necesidad de dar a los señores Magistrados, habida cuenta del angustioso término que se señala para contestar esta acción; y se permite ampliar en la forma que queda expuesta la primera contestación, hecha por ambos por el Ministro que también suscribe. Se adjuntan a la presente, para el conocimiento de los señores Magistrados, el expediente en que constan las gestiones del recurrente señor Rodríguez Johanson, y del que se desprende que durante el ejercicio del actual gobierno no se formuló gestión alguna, así como certificación del conocimiento por el que llegó el asunto al Poder Ejecutivo, en el que consta la fecha en que fue remitido el legajo, 12 de julio en curso, y ya presentado el recurso de amparo que origina esta ampliación. De los señores Magistrados, con toda consideración y respeto, atentamente, f) Mario Echandi, Presidente de la República. F) Joaquín Vargas Gené, Ministro encargado del Despacho de Seguridad Pública”.
Previa deliberación, se acordó: declarar sin lugar el recurso, por las siguientes razones: el mismo fue presentado con fecha once de julio corriente. En su respuesta telegráfica, el Ministro de Gobernación, encargado de la cartera de Seguridad Pública, expresó que la primera noticia de la existencia del asunto fue, para él, la notificación de la audiencia que le confirió esta Corte, en virtud de que por causa desconocida la apelación habíase traspapelado. Posteriormente el Jefe Administrativo del Consejo Superior de Tránsito, en certificación agregada a los autos, manifiesta, clara y concretamente, que el expediente a que este asunto se contrae fue remitido al Ministerio de Gobernación el doce de julio en curso. En esta inteligencia, es indudable que, a la hora en que llegó a conocimiento de esta Corte el presente recurso, el Ministro respectivo no tenía en su poder dicho expediente, por lo que, en forma alguna, podía haber empezado siquiera a correr, en su perjuicio, el término de ocho días que la ley respectiva le otorga para resolver acerca de la alzada (ver Ley número 1729 de 27 de enero de 1954), lo que hace legalmente imposible el declarar la procedencia del recurso.
